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1. Un primer análisis .
La reforma constitucional llevada a cabo en el año 1994  despejó todo tipo de duda en orden a la vigencia de los Pactos y Convenciones Internacionales que la República Argentina había suscripto, razón por la cual, la exigencia de un Juez que revistiera la condición de tercero imparcial ante las partes se presentó más que precisa (8.1 Convención Americana Sobre Derechos Humanos, 14.1 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

Ello trajo aparejado un cambio trascendental en la Provincia de Buenos Aires en el proceso penal con la implantación del sistema acusatorio y la oralidad, dejando atrás el modelo inquisitivo y su férreo ceremonial donde las formas, muchas veces arremetían contra lo esencial y elongaban los procesos. Pero el rigorismo formal que lo caracterizaba –pese al tiempo transcurrido- y la evolución tecnológica no ha podido dejarse del todo a un lado –de modo tal- que este nuevo sistema en determinados, ciertos y específicos aspectos repitió antiguos esquemas y no aprovecha en su total capacidad los medios imperantes sobre todo en el área de gestión y presenta dudas en relación a los documentos electrónicos. En este tramo, y al solo ejemplo, entiendo que la investigación penal preparatoria se formalizó en la mayoría de los casos como su anterior repitiendo fórmulas obviando que prueba es la que se debate en el juicio.

Esta pequeña reflexión, es sólo para demostrar, la complejidad del tema de incorporar a este marco un nuevo elemento probatorio con todas las implicancias que el mismo contiene sin perjuicio que se trata de un elemento- que hace a la cotidianeidad de la vida en sociedad en todos sus aspectos- no solamente en el plano jurídico; pero que al momento de asignarle valor probatorio o equipararlo a la fuerza de un documento suscripto por un funcionario público o de carácter privado, presenta variados cuestionamientos o interrogantes.

La libertad probatoria –artículo 209 del Código Procesal Penal- siempre que no se supriman garantías constitucionales permite aportar a las partes –respetando siempre la bilateralidad y contradicción que debe imperar en el proceso- elementos de prueba que luego el juez podrá –fundadamente valorar o descartar y llegar así a su convicción (arts.373, 210 C.P.P) ya sea para acreditar un hecho o la autoría o por el contrario concluir  que los mismos no resultan convincentes  para formar su convicción sincera sobre la verdad de los hechos juzgados, requiriéndose el desarrollo escrito de las razones que llevan a aquella convicción . Pero así y todo expedirse en torno a lo ilícito de la violación del correo electrónico no encuentra respuestas unánimes.

 Se deja a un lado con el nuevo modelo acusatorio de enjuiciamiento implementado  en el año 1998 para la Provincia de Buenos Aires la prueba tasada, y ello permite que se introduzca con mayor facilidad prueba relacionada con los avances tecnológicos pese a la resistencia que actualmente provoca sobre la base de una falta de regulación específica.  Esto no lo podemos negar de la misma manera que no se puede negar la existencia de determinada normativa y apoyo doctrinario, que permiten al juez valerse de los cuestionados documentos electrónicos, a los que consideraré en forma amplia en orden a su definición y a sus componentes. 

De la misma manera que se observa el resurgimiento de ilícitos que en la práctica judicial no se presentaban -en un determinado período- como reveladores de un índice de  crecimiento, aparece a su vez una nueva complejidad donde los avances tecnológicos cumplen un rol fundamental, no sólo para aplicarlos para acelerar los procesos –como es el caso del adelanto de las resoluciones vía fax- sino que también se convierten –con los resguardos del caso- en elementos de prueba. En este tramo formulo la primera reflexión relacionada para abreviar plazos en resguardo de garantías. El primer análisis incipiente, que se puede abordar, es el primer uso que se puede hacer de un documento electrónico –interpretado este último desde una manera amplia- y viendo la eficacia que el mismo tendrá si se respetan determinadas pautas. 

Supongamos una situación en el área ya de gestión donde se dispone una libertad  que deberá hacerse efectiva en un lugar diferente y distanciado del órgano jurisdiccional que la dispuso de acuerdo a las exigencias legales (431,463, 499 y ccs. del Código Procesal Penal). Utilizando los medios habituales, es decir, un correo, el requisito de inmediato que ordena la norma procesal, tendrá inexorablemente una extensión justificada razonablemente por la distancia. La ejecución de lo dispuesto superará horas en desmedro de la libertad –y en ese plazo- pueden acontecer diferentes hipótesis teniendo en cuenta nuestra realidad carcelaria, sin dejar de considerar, que la libertad es un derecho constitucional. 

La noción de inmediato de esta manera se va regulando de acuerdo a las distancias y tiene tanta base racional que resulta aceptable. 

 Pero ocurre que existen medios tecnológicos útiles para abreviar las distancias y darle sentido real a lo inmediato y son utilizados sin explotar todo su potencial y no se regulan  protocolos de seguridad para evitar errores o ilegitimidades. 

Si bien se encuentra incorporada la informática de gestión para acelerar los procesos y se obtuvieron notorios beneficios,  en lo que hace a la transmisión, nos encontramos con que lamentablemente aparecen “tiempos muertos” que pueden ser revertibles. 

Las diferentes áreas judiciales se encuentran equipadas con todos los medios para operar las causas informáticamente y pese a la existencia de correos electrónicos –que constan inclusive en cualquier tarjeta por su seguridad de llegada-  dependemos para comunicar las decisiones de oficiales notificadores, correos, y de casilleros en espera. 

El  empleo de un fax es útil para adelantar el contenido de  una decisión que permite a su vez ir preparando –siguiendo el ejemplo dado- la libertad. Pero ocurre que el fax no contiene firma y exige –en mi entender- el cumplimiento de ciertos recaudos: Diligenciarse por los respectivos secretarios o funcionario administrativo de mayor jerarquía y agotando todos los recaudos para despejar toda duda razonable en orden a quien emite y a quien recibe. 

Si bien trámites rutinarios como el pedido de remisión de actuaciones principales de un Departamento a otro, suelen adelantarse por este medio sin presentar desconfianza, una orden de libertad puede presentar más resquemores, y es razonable. Se tiene incorporado que el único medio confiable de transmisión es la palabra escrita y que la garantía la compone una firma original. Baste entonces preguntarnos, cómo hacer, para que las formas permitan actuar con la suficiente eficacia para que lo dispuesto no llegue tarde o resulte inocuo o inoficioso. 

Esto va de la mano, con que en la actualidad no sería acertado pensar que estos nuevos medios resultan inaccesibles. Todo lo contrario,  su uso es generalizado y no es necesario ser propietario de un ordenador para acceder al mismo. Hoy por hoy la técnica se encuentra alcance de un gran porcentaje de la población. 

La realidad actual se desarrolla de la mano de la tecnología que se traduce en lo que nos ocupa en nuevas formas de expresión. No hablo de ciencia, refiero tecnología y es una posibilidad en esto de abreviar los plazos que las partes puedan constituir -bajo su responsabilidad- una dirección de correo electrónico donde se le practicarán las notificaciones y el Tribunal –instrumentando los medios al respecto- puede disponer de la constancia de la entrega que los programas de mail pueden otorgar. El servidor daría cuenta de ello y la comunicación de esta manera es instantánea. 

La práctica diaria nos muestra que una notificación de una simple providencia  puede insumir meses, que se podrían aprovechar mediante la incorporación de nuevos elementos electrónicos, para poder avanzar y llegar de esta manera a una pronta resolución. No se debe soslayar el plazo razonable (Convención Americana sobre Derechos Humanos art.8.1; 14.3.C Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

Cierto es, para concluir en este tramo, que el proceso penal, presenta aún más dificultades en los supuestos de notificación personal al imputado. Pero el acusado, cuenta con asistencia técnica y se supone que entre ellos media comunicación y si no fuese así, el profesional debería comunicarlo para que ante casos excepcionales, se proceda con los métodos tradicionales. Y de no encontrarse, el sistema procesal, otorga los caminos posibles hasta su localización. 

El proceso electrónico no tiene obstáculos tecnológicos pero requeriría sólo en principio de la actualización de ciertas normas y –lo que es más importante- sería agudizar la instrumentación de protocolos de seguridad para su puesta en práctica a pleno. No olvidemos que determinados e importantes negocios con implicancias jurídicas –como transacciones bancarias-  se definen por este medio o con  firma digital -y tampoco se debe dejar de considerar-  que la garantía de la firma sea absoluta. De la misma manera: si se ingresan datos erróneos en la computadora, esta expedirá errores, alterando de esta manera la confiabilidad de la información.

Así no se niega que el instrumento público con vocación registral pueda ser falsificado o adulterado en cuyo caso se perjudica como el andamiaje cartular y registral consecuente. Igualmente, también es concebible que el error o la adulteración radiquen en el asiento respectivo del folio real, a pesar de la bondad del instrumento primigenio, de donde se comprende que la falla se circunscribe a sede registral y la paralela imprudencia de suprimir el mentado documento una vez que haya accedido a registración…” (Cfr.”El derecho como condicionante de la técnica de procesamiento de datos. Antonio R.M. Coghlan .L .L. 1985 C pgs. 1124/1129).

2. De los Documentos. El Documento electrónico. 

No podemos identificar al documento solamente  con el papel, es decir, encriptarlo y reducirlo a un solo elemento. Conforme las enseñanzas de Devis Echandía  (Compendio de la Prueba Judicial (anotado y concordado por Adolfo Alvarado Velloso T. II pg.173 Rubinzal-Culzoni Editores) documento es toda cosa que sirve de prueba histórica indirecta y representativa de un hecho cualquiera y puede ser representativo-declarativo. 

A su vez Vélez Sarsfield en una época en que la tecnología imperante no podía siquiera adivinarse, puso de resalto, sobre todo aquello que tuviese aptitud para representar la voluntad. Y habló de evolución. Así comentó en la nota al artículo 973: “…Los progresos de la civilización…espiritualizan las instituciones, las desprenden de la materia y las trasladan al dominio de la inteligencia. Esta tendencia se manifiesta eminentemente cuando se observan los actos jurídicos. Con tales actos una civilización adelantada se asocia inmediata y principalmente a lo que es espiritual, a la voluntad, a la intención, no pide a la materia sino lo que es indispensable para descubrir y asegurar la voluntad. En la sociedades poco adelantadas era preciso impresionar profundamente los sentidos para llegar al espíritu…”. 

Por su parte y ya en la actualidad la Ley de Enjuiciamiento Civil Española -1/2000-  en su artículo 299 incorpora expresamente al tratar los medios de prueba y siempre que se cumplan las prescripciones respectivas: los medios de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permitan archivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas llevadas a cabo con fines contables o de otra clase relevantes para el proceso. 

De esta manera España ha cubierto el vacío de legislación y superado la rigidez de las formas y si bien en nuestro proceso penal éstas se han flexibilizado y contemplado la libertad probatoria, la falta de  normativa específica provoca resistencia a la aceptación de este tipo de documentos que nacen de la tecnología de la información y sobre todo porque se tiende a identificar al documento con lo escrito. 

El idioma magnético es apto, en mi opinión, para materializar una voluntad. La actividad de un procesador y una red sirven para contener electrónicamente, digital o magnéticamente un hecho o una relación jurídica, susceptible de pasaje al lenguaje conocido. Se trata de un conjunto de impulsos electrónicos contenidos en el soporte de una computadora y que sometidos a un proceso permiten su traducción ya sea mediante una pantalla o impresión en soporte papel. Aunando estas definiciones se va entendiendo que cuando se habla de documento se debe partir desde la amplitud y así incluir a lo que ya se denomina y conoce como  “documento electrónico” que no obstante de tratarse de un conjunto de impulsos electrónicos se caracteriza por contener datos o informaciones con relevancia jurídica. Se encuentra en la memoria  del ordenador con un lenguaje propio que es factible de ser traducido al lenguaje habitual para poder acceder a su lectura. El soporte es el elemento material en el que se asienta la declaración. Tradicionalmente el soporte era el papel por excelencia, pero en la actualidad ha sido desplazado en gran medida por los soportes informáticos (en el caso del documento electrónico, el soporte estará constituido por un disco rígido, un diskette, cintas magnéticas, etc: Cfr. Una aproximación al documento electrónico y a la firma digital. Alejandro Della Sala y Cristian P. Rosas. JA 1998-II). 

La técnica siempre va más adelante que las normas y se impone y plantea problemas que el juez no puede dejar de resolver sin desconocer o apartándose de la realidad. No se puede ignorar –por ejemplo- la existencia del correo electrónico y que su uso resulta cada vez más frecuente en todo tipo de relaciones, dejando inclusive atrás al fax. Mediante su empleo –junto a otros como el télex- se concretan operaciones mercantiles, se celebran contratos: Compra de pasajes aéreos, etc. –es decir- se realizan operaciones que puede llevar a cabo un ciudadano común. 

Un ejemplo concreto lo encontramos en un fallo de La Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial -Sala II- Departamento Judicial Azul en causa 44037 “Banco Galicia” sentencia del 30 de Abril de 2002 que otorgó –fundadamente- eficacia a un recibo expedido electrónicamente por tratarse de recibos que responden a nuevas modalidades de expedición por sistemas mecánicos y con apoyo doctrinario (Guastavino) señala que “…de lege lata, los soportes de un sistema computarizado de información prueban contra su dueño ya sea por su lectura en lenguaje natural, ya por su impresión en papel en tanto sea reconocido o se pruebe  la pertenencia a ese sistema…”.

También se cometen ilícitos y esto genera desconfianza al momento de asignar a estos documentos valor probatorio, sobre todo por la carencia de firma manuscrita. Pero como ya lo adelantara el nivel de riesgo opera de la misma manera que el soporte papel.

Por su parte, la Sala VI de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional (Capital Federal), equiparó el correo electrónico a la correspondencia epistolar y le brindó similar protección jurídica. Allí sostuvo en autos “Martolio c. Lanata” (sentencia del 23/10/2001) que:” el correo electrónico posee características de protección de la privacidad más acentuadas que la inveterada vía postal a la que estamos acostumbrados, ya que para su funcionamiento se requiere de un prestador del servicio, el nombre del usuario y un código de acceso que impide a terceros extraños la intromisión en los datos que a través del mismo puedan emitirse o archivarse. Sentadas estas bases preliminares nada se opone para definir al medio de comunicación electrónico como un verdadero correo en versión actualizada” (Cfr. Prueba. Responsabilidad y Derecho Informático. Juan Martín Alterini T. 2003- E sección Doctrina).

La analogía entre el correo postal y el electrónico da lugar a la materialización de ilícitos ya que se produce una violación de correspondencia electrónica o cuando se accede indebidamente a información resguardada en sistemas informáticos. Nadie puede dudar que el correo electrónico reemplaza al hasta ahora convencional –y como tal- merece de protección.

Esta decisión tiene su sustento técnico, ya que cuando se remite una información por correo electrónico su recorrido queda registrado en la computadora que se emitió y en los distintos servidores que le permitieron llegaron hasta el destinatario. Es decir, pese                                              a que no lo percibimos, todo queda tecnológicamente registrado y por consiguiente rescatable. Media también una obligación tácita de seguridad por parte de la empresa prestadora.

En autos “Rivera Raúl Enrique c/Banco Francés del Río de La Plata SA s/Ordinario-CNCOM Sala B-0/09/2003 (El Dial –AT30B9 Copyright-El Dial. Com. editorial albrematica) en lo que interesa destacar y ante el erróneo depósito efectuado mediante pago electrónico la Juez ponente destacó que se debe otorgar a este medio –por parte de la institución- iguales garantías que al tradicional pago en ventanilla adunando que cuando las máquinas no se encuentran en condiciones de reparar los errores deberá haber un empleado que controle y pueda lograrlo.

Asimismo la Sala Civil y Comercial de la Cámara de Concordia CO 4742 RSI-60016-61 1-10-2003 en “Banco Francés S.A. c/Cerros Carlos Luis y otros s/Ejecutivo (El Dial AT30B9 copyright –ElDial.com albrematica) decidió que La falta de recibo en la concepción tradicional –lo que no supone admitir interpretaciones desnaturalizantes del pago documentado- se ha adecuado  a una flexibilización probatoria cuando se efectivizan por medios electrónicos, propios del aporte de la informática derivado de “que el usuario bancario es un consumidor financiero, amparado en el régimen de la Ley de Defensa del Consumidor Ley n° 24.240. De cualquier modo lo que debe demostrarse es que el documento de pago debe emanar del acreedor y constituir un comprobante fehaciente y vinculante respecto de la cancelación de deuda. 

Las pruebas provistas por las partes son por sobre todo las pruebas testimoniales y documentales. Prueba documental debe ser por tanto, para estos fines entendida en el sentido más amplio posible; en el sentido, en efecto, propuesto por Carnelutti. Comprende en consecuencia, aun los modernos documentos electrónicos, sean estos circuitales o constituidos por mensajes electrónicos sobre soportes magnéticos (documentos electrónicos en sentido estricto), sean éstos documentos en todo caso formados por el elaborador (documentos electrónicos en sentido amplio) (CFR: Ettore Giannantonio. Valor jurídico del Documento Electrónico. Informática y Derecho. Aportes de Doctrina Internacional. Volumen 1 Editorial Depalma).

Los documentos electrónicos constituirían una especie dentro de los documentos y por lo tal  sujetos a las normas que los rigen razón por la cual y no obstante la escasa jurisprudencia al respecto constituyen un medio de prueba y pese a la ausencia de una normativa específica por la cual muchos bregan (arts. 385/393 C. P. C. Y C).

Se trataría el documento electrónico de la especie de los privados y la firma electrónica no sería otra cosa que un documento más que deberá cumplir determinados requisitos para su validez. El documento privado es aquel redactado y firmado por las partes, sin la intervención de un funcionario público.

Pero puede no haber firma y eso no los constituiría en improcedentes si se comprueban determinadas pautas. El artículo 362 del Código Procesal Civil, sólo impone la limitación que “no serán admitidas las que fueran manifiestamente improcedentes o superfluas o meramente dilatorias. Creo –en lo personal- que no es propio asimilar al documento electrónico con prueba improcedente. 

Cabe traer aquí lo dispuesto por el artículo 1190 del Código Civil que comprende entre los elementos de prueba a los instrumentos no firmados, característica que abarca a los comprobantes informáticos, que si bien carecen de firma contienen otros datos identificatorios. Un pago electrónico –por ejemplo- se realiza mediante una tarjeta que contiene una banda de protección, un número y una clave de acceso.

3.  El documento electrónico como medio de prueba. Requisitos.
Si bien este tipo de evidencia es más intangible que las convencionales no quita que pueda ser duplicada de forma precisa y es factible llevar a cabo pericias donde los peritos informáticos trabajarán sobre copias realizando distintos tipos de análisis y pruebas ya que la evidencia no puede ser destruida fácilmente.

Median tres etapas importantes en lo inicial: recolección, análisis y presentación.

 Se tiene la idea errónea que activando el sistema de borrado, no quedará ningún rastro. Pero el disco duro del ordenador guarda siempre la información que se puede llegar a rescatar de algún sector, inclusive el de formateado. 

Todo hecho producido mediante un sistema informático puede ser materia de pericia y el experto puede determinar el origen o procedencia de datos mediante el empleo de un método científico. Trabaja el técnico a través de la reconstrucción relacional, es decir, la ubicación en el tiempo y concatenación de hechos a efectos de dar a conocer al Juez el qué, cómo, cuándo dónde y porqué (cfr. Raymond Orta. Derecho, Prueba, leyes de Venezuela, Criminalística, Grafotécnica...).

La cadena de custodia es el procedimiento que permite demostrar la forma en que la evidencia fue recolectada, analizada y preservada, antes de ser presentada a una Corte. La cadena de custodia debe probar como mínimo: Que la información no ha sido modificada ni añadida; que se realizó una copia completa de los datos; que el proceso de copia utilizado es confiable y que todos los medios magnéticos fueron asegurados (cfr. El arte de la computación forense. Carlos Samuel Alvarez Cabrera. Derecho Penal Contemporáneo. Legis).

4.  El Proceso Civil. Eficacia Probatoria. Legislación. La importancia de la las reglas de la sana crítica. Relación con el proceso penal.

Si bien traje en un primer momento como ejemplo de cambio el proceso penal por su transformación al sistema acusatorio y el concepto de conflicto entre partes con intereses contrapuestos  a debatir frente a un tercero imparcial, el proceso civil, ya tenía incorporado los intereses contrapuestos, entre lo que conocemos como parte actora y demandada –pero a diferencia del proceso penal- no habla la normativa de libertad probatoria. Es decir, uno está abierto para la prueba y otro, la limita, pero no cierra los accesos, para obtener certeza a fin de definir el   conflicto.

El conflicto es de las partes –y en este entendimiento- éstas pueden aportar las pruebas de las que pueden valerse para demostrar lo que afirman –pero es fundamental- que la contraparte pueda aportar los elementos para contrarrestarlas-y y cerrado el debate- el Juez de acuerdo a las reglas de la sana crítica apreciará las mismas para dirimir el conflicto teniendo en cuenta la autenticidad del documento y si es que éste ha podido superar los protocolos para su seguridad. Debemos aplicar en relación a la prueba informática las reglas del debate y la confirmación: prueba-refutación y análisis del tercero imparcial de acuerdo a las pautas de la sana crítica. Puede servirse el Juez para dirimir el conflicto –y siempre que las partes lo aporten- evitando toda medida oficiosa que afecte la imparcialidad, de consultas técnicas o informes de peritos, que no está demás recordar que no resultan vinculantes.

El perito mediante sus conocimientos y el empleo de fórmulas tiene los elementos y conocimientos para demostrar que el documento obtenido en lenguaje natural –como ha sido definido- se corresponde con el contenido en el elaborador electrónico. Luego el juez analizando el material sujeto a las reglas de la sana crítica, podrá obtener certeza sobre su correspondencia y asignarle –si es que así procede- valor probatorio.

La tarea no es fácil, porque la realidad cibernética se enfrenta ante una carencia normativa específica pero hay muy pocas ramas que la contemplan. Estas se encuentran previstas en la ley de sociedades 19.550, en el Registro de la Propiedad y el derecho tributario. La firma digital también se encuentra regulada e inclusive es utilizada en el ámbito judicial para actuaciones internas, que sirven para agilizar los trámites. Pero no obstante, todo ello, las normas imperantes alcanzan para su introducción y análisis. Al menos en mi opinión.

La normativa más sensible estaría relacionada con la protección del software llevada a cabo  por vía de la legislación del derecho de autor (Francia) o  mediante  una legislación diferente al derecho de autor: casos: Japón, Brasil (Cfr: Dr. Carlos María Correa. La Ley. El auge de la informática obligará a modificar normas jurídicas y a establecer legislaciones específicas). En nuestro país –no obstante las críticas recibidas por los expertos- se observa una nueva etapa a partir de la vigencia de las leyes 25.856  (definición de la industria del software); 25.036 (año 1998) que modifica el artículo 1 de la ley 11.723 –de propiedad intelectual- que incluyó el software y a las compilaciones de datos en calidad de derechos de autor y pasibles de obtener copyright – comprendidos por consiguiente- en las previsiones de los artículos 71,72 y  72 bis de la ley de propiedad intelectual –y cuyo uso ilegítimo- quedaría comprendido en las prescripciones del artículo 172 del Código Penal: Defraudación.

Tampoco puede dejarse de mencionar en este aspecto la protección instrumentada mediante el Hábeas Data. 

Esto último, en materia penal, neutraliza el principio de legalidad.

La realidad se impone y no se puede negar el uso de estos ya no tan novedosos medios e instrumentos como una realidad. No nos olvidemos de los usos y costumbres.

De la misma manera que Devis Echandía definió a los documentos o el mismo Vélez en su nota y sin incurrir en analogías in malam parte, debemos afrontar y resolver esta realidad cibernética –que en el proceso aportarán las partes en prueba de sus afirmaciones. Porque el uso de un correo electrónico o el pago mediante un cajero electrónico, son parte de una realidad, que a  veces elegimos y otras veces nos imponen –pero es el presente- y cuando alguien percibe o padece un daño, y acciona por ello, debemos  atender el reclamo respetando las pautas del debate. 

El proceso penal admite la libertad probatoria –y no hay leyes “cibernéticas”- pero ocurre que a un ciudadano le obtuvieron y usaron datos de su tarjeta de crédito ante una compra o extrajeron datos de su correo que luego  fueron desviados en su uso. Producida la prueba el Juez Penal con la debida motivación (artículo 106 del C.P.P.)  y explicando las razones que hacen a su convicción (artículo 210 C.P.P.) analizará la prueba mediante un análisis lógico y razonado para llegar a su convicción. El Juez Civil aplicará las reglas de la sana crítica, entendidas como el correcto entendimiento humano en cuanto a los principios lógicos. Si alguien realizó un pago electrónicamente y no resulta acreditado, debemos atender su petición y permitir a la parte acreditarlo. Si bien no hay normas específicas, las imperantes, permiten introducir y someter al debate esta no tan nueva problemática.

Tampoco se debe olvidar que los fallos “Herrera Ulloa” de la Corte Interamericana de Derechos Humanos” y “Casal” de la Corte de Nación marcaron nuevos hitos para los recursos de casación y extraordinarios en cuanto a la limitación formal y la amplitud que debe primar para resolver las cuestiones más allá de la las denominadas de hecho y sin afectar el principio de inmediación. Esta amplitud, que rescato, en los que nos interesa en orden al tema a resolver, creo que es una pauta a seguir, para tener en cuenta cuando debemos tomar una  posición en torno a la admisibilidad de los documentos electrónicos –que existen- los empleamos, y formar parte de nuestra vida cotidiana, pero que al momento de hacernos valer, nos encontramos muchas veces con trabas.   

Conclusiones:

Si para uno de los mayores actos que hacen a la vida republicana como se trata la elección de los representantes que van a marcar las pautas de nuestra vida ciudadana o al mismo Presidente de la República se contempla para el cómputo de votos un sistema informático, sumado a que la carga de datos podrá ser supervisada por los respectivos fiscales, bien vale aceptar esta metodología con sus documentos para resolver un conflicto entre las partes.

De modo entonces, con las herramientas que contamos y garantizándose la cadena de inalterabilidad y seguridad –sin perjuicio del aporte pericial y consultas técnicas- considero que con las reglas para la apreciación de la prueba e introducidos los documentos por las partes, el Juez puede decidir y dirimir un conflicto teniendo en cuenta un documento originado dentro de las pautas de la actual tecnología analizando cómo se puede resolver la ausencia de firma –cuando no es posible la digital- con el empleo de otros medios que sometidos al análisis de la sana crítica (384 del C. P. C. y C.) permitan obtener certeza para resolver el conflicto, sin dejar a un lado el 372 del C.P.P., más allá de toda duda razonable (210 y 373 del C.P.P.) 

